SENTENCIA DE TUTELA 1ª INSTANCIA N°05
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ACCIONANTE: ISMAEL DE JESÚS AMORTEGUI
NIEGA POR HECHO SUPERADO

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Sentencia  – 1ª instancia – 31 de enero de 2018

Proceso:    
Acción de Tutela – Niega el amparo por hecho superado
Radicación Nro. :

 660012204000 2018 00014 00
Accionante: 


 ISMAEL DE JESÚS AMORTEGUI 
Accionado:
  FISCALÍA 54 ESPECIALIZADA DE EXTINCIÓN DE DOMINIO DE DESCONGESTIÓN

Magistrado Ponente: 
  JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas: 
DERECHO DE PETICIÓN / CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO. [L]a petición elevada por el señor ISMAEL DE JESÚS estaba dirigida básicamente a que por parte de la demandada se le informara el estado tanto del inmueble como del proceso de extinción de dominio que respecto del mismo se surte, solicitud a la cual se dio respuesta por parte de la Fiscalía accionada tal como lo indicó tanto el titular de ese despacho como por el accionante. Si bien el actor allegó a esta Sala copia de un nuevo memorial remitido al citado delegado Fiscal, en el que indica que no se encuentra satisfecho con la contestación emitida, básicamente porque solo hizo referencia a una de las matrículas inmobiliarias del predio y en atención a que en su criterio la información dada no es clara, para esta Colegiatura la comunicación que le fue enviada al accionante no es ambigua, sino que por el contrario es acorde con lo pedido y resuelve de fondo lo solicitado, puesto que además de precisar la etapa en la que actualmente se encuentra la actuación de extinción de dominio, esto es, en la segunda en trámite de notificaciones y emplazamiento, se le hace saber que ya fue designado el correspondiente curador ad litem, y que por ello es momento para que se resuelvan las oposiciones existentes y se dé apertura al periodo probatorio. En esas condiciones, debe concluirse que se dio cumplimiento a lo pedido como pretensión del amparo y se han superado los supuestos de hecho y de derecho que dieron origen a esta actuación, como así lo tiene decantado la H. Corte Constitucional.
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                                                    RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, treinta y uno (31) de enero de dos mil dieciocho (2018)

                                                                              Acta de Aprobación N° 0089
                                                           Hora:2:40 p.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el señor ISMAEL DE JESÚS AMORTEGUI contra la Fiscalía Cincuenta y Cuatro Especializada de Extinción de Dominio de Descongestión, al considerar vulnerados sus derechos de petición y debido proceso.     

2.- SOLICITUD 

Lo narrado en el escrito de tutela se puede concretar así: (i) el ciudadano ISMAEL DE JESÚS AMORTEGUI, en su condición de Representante de la Asociación de Víctimas y Campesinos Agroindustrial Comunitaria La Comuna con sigla VICAMPAZ, elevó derecho de petición en diciembre 11 de 2017 ante la Fiscalía 54 Especializada de Extinción de Dominio de Descongestión, en el que solicitó información del estado actual de un predio respecto del cual se adelanta trámite de extinción de dominio en ese despacho, si ya se concluyó el proceso, y de ser así en qué fecha y con qué acto administrativo; y (ii) hasta el momento de instaurar la presente acción no había recibido respuesta a su solicitud, lo que considera afecta sus derechos de petición y debido proceso.
Con fundamento en lo anterior, solicita el amparo de las mencionadas garantías, y en consecuencia, se le ordene al despacho Fiscal accionado dar contestación clara y de fondo frente al requerimiento efectuado.

3.- CONTESTACIÓN

El Fiscal Cincuenta y Cuatro adscrito a la Dirección de Extinción del Derecho de Dominio señala que si bien el tutelante arguye haber presentado derecho de petición vía correo electrónico, el mismo fue enviado sin indicar en su asunto o en el archivo adjunto que se trataba de un derecho de petición, además de ser enviado por Jhon Trujillo, jjtrujillo@hotmail.com no obstante que el peticionario es ISMAEL DE JESÚS AMORTEGUI, Representante Legal de la Asociación de Víctimas y Campesinos Agroindustrial Comunitaria La Comuna VICAMPAZ, lo cual imposibilitó ubicar la solicitud y tener certeza de quién la hizo, y dar respuesta dentro del término legal.
Explica cada una de las tres etapas del proceso de extinción de dominio, y precisa que el proceso respecto del cual versa el requerimiento del accionante, contrario a lo sostenido por éste, se encuentra en la segunda etapa, en trámite de notificaciones y emplazamiento.

Considera que no se ha presentado afectación de los derechos del actor, puesto que en relación la petición se brindaron las exculpaciones pertinentes, y  en lo tocante al debido proceso la actuación se ha adelantado en cumplimiento de lo consagrado en la Ley 793/02 que regula la extinción de dominio. Precisa que como quiera que ya fue designado el correspondiente curador ad litem, es momento para que se resuelvan las oposiciones existentes y se dé apertura al periodo probatorio.

Resalta que en su momento el aquí tutelante interpuso acción de tutela contra la SAE, y en respuesta de la misma se le brindó la información del estado actual del trámite.

Por último indica que esta respuesta se copia al correo aportado por el accionante para que comprenda que se trata de un hecho superado. 
4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos aportados por cada una de las partes. 
5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del 1382/00 modificado por el 1069/15 y 1983/17.
5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en este evento violación a los derechos fundamentales del actor; en caso afirmativo, cuál es la actuación que deben realizar el despacho fiscal involucrado, a efectos de hacer cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el presenta caso lo pretendido por el señor ISMAEL DE JESÚS AMORTEGUI al concurrir ante el juez constitucional, es lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta contra  sus  derechos fundamentales de petición y debido proceso, como quiera que por parte de la Fiscalía Cincuenta y Cuatro Especializada de Extinción de Dominio de Descongestión no se había dado respuesta a la petición enviada mediante correo electrónico desde diciembre 11 de 2017, en su condición de Representante de la Asociación de Víctimas y Campesino Agroindustrial Comunitaria La Comuna con sigla VICAMPAZ, en el cual solicitó información sobre el estado del predio con matrículas inmobiliarias 290-1128 y 290-49624, que se encuentra en trámite de extinción de dominio en ese despacho, al igual que el estado del referido proceso.
Como lo ha predicado la Corte Constitucional
, cuando se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de acudir a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva respecto del interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida. 

La Corte Constitucional ha trazado lineamientos generales en lo que hace con el derecho de petición
, e igualmente la Ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para dar respuesta a las peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”

En el evento objeto de estudio, como se indicó en precedencia, la petición elevada por el señor ISMAEL DE JESÚS estaba dirigida básicamente a que por parte de la demandada se le informara el estado tanto del inmueble como del proceso de extinción de dominio que respecto del mismo se surte, solicitud a la cual se dio respuesta por parte de la Fiscalía accionada tal como lo indicó tanto el titular de ese despacho como por el accionante.
Si bien el actor allegó a esta Sala copia de un nuevo memorial remitido al citado delegado Fiscal, en el que indica que no se encuentra satisfecho con la contestación emitida, básicamente porque solo hizo referencia a una de las matrículas inmobiliarias del predio y en atención a que en su criterio la información dada no es clara, para esta Colegiatura la comunicación que le fue enviada al accionante no es ambigua, sino que por el contrario es acorde con lo pedido y resuelve de fondo lo solicitado, puesto que además de precisar la etapa en la que actualmente se encuentra la actuación de extinción de dominio, esto es, en la segunda en trámite de notificaciones y emplazamiento, se le hace saber que ya fue designado el correspondiente curador ad litem, y que por ello es momento para que se resuelvan las oposiciones existentes y se dé apertura al periodo probatorio.

En esas condiciones, debe concluirse que se dio cumplimiento a lo pedido como pretensión del amparo y se han superado los supuestos de hecho y de derecho que dieron origen a esta actuación, como así lo tiene decantado la H. Corte Constitucional
.

Acorde con lo anterior, al haberse satisfecho el objeto de la petición suscrito por el  actor se negará el amparo constitucional impetrado, por carencia actual de objeto.  
5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA

PRIMERO: SE NIEGA el amparo invocado por el señor ISMAEL DE JESÚS AMORTEGUI, por tratarse de un hecho superado. 

SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,
WILSON FREDY LÓPEZ
� Sentencia T-149/13.


� En la sentencia T-043/09 se señaló: “Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental […]”. -negrilla de la Sala-


� Ver entre otras, sentencia T-727 de 2010. 
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